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			INTRODUCCIÓN

			En abril de 1989 organizaciones neonazis lanzaban una convocatoria conjunta a nivel mundial para celebrar el centenario del nacimiento de Adolf Hitler. En Europa, como respuesta, todos los países fueron prohibiendo las celebraciones excepto uno: España. De ahí que la organización neonazi Círculo Español de Amigos de Europa (CEDADE) invitara a los representantes de los partidos amigos a asistir al acto de conmemoración que tendría lugar en Madrid.

			En ese momento yo había terminado la carrera de Geografía e Historia en la Universidad Complutense de Madrid e iniciaba bajo la dirección del profesor Antonio Fernández García la que sería mi tesis doctoral, dedicada a la extrema derecha española desde el tardofranquismo a la consolidación de la democracia (1967-1982). Con el propósito de ampliar mi archivo personal, procuraba estar al tanto de los actos que las organizaciones de extrema derecha, neofascistas y neonazis convocaban en Madrid y en otras ciudades. Lo hacía mediante la observación indirecta —es decir, a través de los boletines internos de las organizaciones— y también gracias al contacto con personas relacionadas con esas formaciones políticas. Supe, por tanto, que ese 20 de abril se celebrarían algunos actos privados en Madrid y en Barcelona —ciudad esta donde habían surgido los principales grupos neonazis españoles— y que el domingo 23 estaba convocado un homenaje a Hitler en el cine Palacio de la Música, en el centro de la capital.

			Indignados ante el anuncio de semejante celebración, diversos colectivos ciudadanos y organizaciones políticas elevaron a las autoridades una serie de protestas. Como parte de sus argumentación, recordaban que en la Resolución 38/99 de 16 de diciembre de 1983 sobre «medidas que se han de adoptar contra las actividades nazis, fascistas y neofascistas», la Organización de Naciones Unidas instaba a los Estados miembros «a que presten atención a las amenazas a las instituciones democráticas que representan las citadas ideologías y prácticas» y a que se examinase la conveniencia de adoptar medidas, de conformidad con sus sistemas constitucionales nacionales y las disposiciones de la Declaración Universal de Derechos Humanos, «para prohibir o impedir de algún otro modo las actividades de grupos y organizaciones o de quien quiera que practique esas ideologías». De igual modo, el Parlamento Europeo había emitido diversas resoluciones sobre las manifestaciones nazis en los países de la Comunidad, e invitado a los Estados miembros a tomar las medidas necesarias para evitar la repetición de hechos de este género.

			Finalmente, la Delegación del Gobierno en Madrid prohibió el acto. Lo hizo con retraso, motivado este por la reflexión sobre los límites a la libertad de expresión, pero también por la habitual permisividad de los Gobiernos de la dictadura y de la democracia hacia las expresiones públicas de ideas racistas y ultranacionalistas. La Delegación justificó esa decisión argumentando que existían indicios racionales de que dicha celebración en un espacio público produjese graves alteraciones de la seguridad ciudadana, y basándose en el contenido de una ley de 1959. Es decir, la Delegación se vio obligada a recurrir a una disposición legal de la época franquista y destinada a reprimir la oposición a la dictadura. Como último recurso, los convocantes decidieron trasladar el acto al cine Benlliure, lo que no evitó que la citada Delegación advirtiera de su prohibición y de la responsabilidad adquirida por quien tratara de vulnerarla. 

			No obstante, suponiendo que habría algún tipo de concentración, me desplacé ese domingo por la mañana a Madrid, a la búsqueda de algún material escrito y de la observación directa del acontecimiento. El cine estaba cerrado y en sus aledaños se iban concentrando entre doscientos y trescientos neonazis y ultraderechistas, con la policía antidisturbios vigilando a distancia y algunos periodistas nacionales y extranjeros tomando imágenes y persiguiendo alguna entrevista con los portavoces de las organizaciones neonazis. Un dirigente de CEDADE, Pedro Varela, y un negacionista alemán de los crímenes nazis, Thies Christophersen, dirigieron unas palabras a sus partidarios. Entre tanto, me mezclé entre los periodistas y esperé a que llegara mi contacto. A través de este y de uno de los organizadores del homenaje a Hitler supimos que el mitin programado se trasladaría a un local privado y con la audiencia reducida a los periodistas, los invitados extranjeros y unas decenas de simpatizantes españoles. A mí me interesaba reunir todos los datos posibles, pues venía siguiendo la pista a uno de los invitados, Léon Degrelle, desde que conociera algunos bosquejos de su vida en España. Además, ya tenía pensado escribir sobre la denominada «corriente revisionista», esa que rechazaba la investigación académica que había tratado de esclarecer cuál fue la verdadera motivación del régimen nazi y qué decisiones se tomaron para llevar a cabo el exterminio de los judíos europeos y de otros colectivos de población; un exterminio que dicha corriente negaba, tratando como mera invención la documentación aportada por los historiadores que probaba los planes de asesinato. 

			Así pues, nos desplazamos en pequeños grupos al lugar donde nos habían convocado, la sede de CEDADE. Nos sentaron agrupados en el suelo de una sala y quedamos rodeados de militantes nazis, formando un semicírculo de varias filas frente a la mesa y sillas reservadas para quienes iban a lanzar su arenga con la esperanza de que los medios de comunicación la recogieran y difundieran durante los días siguientes. Varios llevábamos grabadoras, y en esta ocasión la mía funcionó sin problemas. En primer lugar, tomó la palabra Florentin Rost van Tonningen, esposa del líder nazi danés Meinoud van Tonningen, para manifestar que quienes «nos dirigen hoy en día son verdaderos criminales y algún día serán juzgados». Después intervinieron Thies Christophersen y Ewald Althaus, en representación de los neonazis alemanes. A continuación de sus breves discursos, traducidos para la concurrencia, tomó la palabra el invitado principal, el belga Léon Degrelle, quien venía estimulando y orientando la labor de los neonazis españoles. A sus ochenta y tres años, Degrelle conservaba una parte de las capacidades oratorias por las que se había distinguido entre los líderes fascistas y ultraderechistas de la Europa de los años treinta, y que décadas después trasladara a las entrevistas y documentales que le fueron dedicados, en los que siempre se comportaba como si estuviera en un mitin. Además, se le notaba enfadado por la prohibición de un acto político en el que, de haberse celebrado, habría sido la estrella y merecedor de largos aplausos por parte de un público entregado a su causa y a su persona. Su intervención en castellano estuvo plagada de ironías dirigidas a los periodistas y de críticas al Gobierno español, para concluir con el recuerdo de Hitler y una valoración triunfal, y amenazante, de los avances de la extrema derecha xenófoba en Europa: 

			Hoy es para nosotros un gran día, el recuerdo del genio del siglo. Muchos no lo admiten, pero nosotros lo tenemos en nuestro corazón. Los otros, si no lo entienden, por lo menos tienen miedo. Y es lo importante. Hemos visto el pánico en Alemania, en Austria, y el pánico aquí… Hay motivos para tener miedo. Se ven ya los resultados. En Francia cuatro millones y medio de franceses han votado por Le Pen… No nos han aplastado, estamos aquí llenos de vida y por muchos años.

			Con lo que vi y escuché ese día publiqué un artículo en El Independiente, al que siguieron otros en El País y en revistas especializadas, y varios libros sobre la extrema derecha española y el neofascismo en Europa y Estados Unidos. Así, mientras trabajaba en estos y otros temas comencé a dar forma a un libro dedicado a los refugiados políticos en la España de Franco. Gracias a la consulta de la bibliografía disponible sobre el tema y al trabajo en archivos, sobre todo en el del Ministerio del Interior, el Fondo Castiella en la Real Academia de la Historia y el Fondo de Exteriores en el Archivo General de la Administración, fui sabiendo que cientos de nazis, fascistas y colaboracionistas con el Tercer Reich en fuga habían sido acogidos por varios Gobiernos europeos y sudamericanos; y, lo principal, que el Gobierno de Franco había tenido, entre los europeos, el papel más relevante a la hora de proporcionar asilo a este tipo de fugitivos, muchos de los cuales se quedaron en España hasta su muerte. Además, por los nombres que fueron apareciendo resultó evidente que a su importancia numérica había que añadir la relevancia de varios de ellos, pues a España vinieron los dos dirigentes, el político (Ante Pavelić) y el militar (Vjekoslav Luburić), del Estado Independiente de Croacia, responsables de crímenes de guerra y de crímenes contra la humanidad, así como el líder de un partido fascista y colaboracionista con el Tercer Reich (Léon Degrelle); a lo que cabe añadir que también fueron acogidos en España dos de los principales responsables, uno alemán (Karl Bömelburg) y el otro francés (Louis Darquier de Pellepoix), de la deportación de los judíos franceses hacia los campos de exterminio. Fui sabiendo también que no todos los refugiados en España eran nazis, fascistas o colaboracionistas con el Tercer Reich, pues entre ellos había dictadores sudamericanos y dirigentes y militantes de organizaciones francesas clandestinas que se rebelaron contra la decisión de su Gobierno de aceptar la autodeterminación del pueblo argelino y que, en su exilio español, crearon la Organisation de l’Armée Sécrete (OAS) para mantener el control colonial del territorio mediante un golpe de Estado en Argel. La OAS me interesó sobre todo porque entre sus fundadores y colaboradores había militares franceses que habían luchado contra los alemanes en favor de la Francia Libre, y en España se reencontraron con los refugiados de la Francia de Vichy. Por lo tanto, el de los refugiados al amparo del régimen de Franco se me presentaba como un mundo complejo. No faltaban entre estos personas que huían del nazismo, aunque la mayoría solo en tránsito hacia otros destinos.

			Ante este perfil heterogéneo, decidí acotar el ámbito de mi estudio a aquellos refugiados políticos que guardaban relación con los vínculos que el régimen franquista estableció con los gobiernos fascistas y fascistizados existentes en Europa durante la Guerra Civil española y la Segunda Guerra Mundial. Asimismo, decidí incluir a una parte de quienes vinieron a España pensando que aquí encontrarían los apoyos necesarios —o al menos la permisividad— para preparar la toma del poder en la nación de donde procedían. Y sucedió que durante la escritura del libro la figura de Léon Degrelle adquirió un especial protagonismo. No solo porque Degrelle fue de los primeros en llegar y se quedó aquí para siempre —aunque el Gobierno belga reclamara en seguida su entrega—, de forma que pasó en suelo español más de la mitad de su vida, sino porque el caso Degrelle tiene un alto valor explicativo de las decisiones que el régimen de Franco tomaba en materia de refugiados y acerca de las contrapartidas que le interesaban. La historia de Degrelle en España nos permite conocer los mecanismos de protección a los nazis aquí refugiados, es decir, la intervención de las autoridades, pero también de personas que, siendo parte del régimen o no, tomaron decisiones a nivel individual en favor de los asilados a los que les unían lazos ideológicos y personales; y, a la vez, arroja luz sobre el universo contrario, el de los cazadores de nazis. Además, la obra escrita de Degrelle y sus declaraciones a medios de comunicación internacionales han tenido y siguen teniendo un papel importante en la especialización del neonazismo en la negación del exterminio de grupos de población por el régimen nazi y sus aliados, con el propósito de blanquear las responsabilidades de quienes lo planearon y lo ejecutaron. Por todo ello, en este libro, que es fruto de décadas de investigación sobre el tema general, sigo principalmente sus huellas.
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			VENCIDOS, PERSEGUIDOS Y REFUGIADOS EN ESPAÑA EN LOS ESTERTORES DE LA SEGUNDA GUERRA MUNDIAL

			En junio de 1944 comenzaba la Liberación de Francia y Manuel Gutiérrez Mellado, comandante afecto al Estado Mayor Central y futuro vicepresidente del Gobierno español, fue contactado por el servicio de inteligencia francés en Madrid, que se movía entre dos aguas: el Gobierno de la Francia de Vichy —a punto de desplomarse— y el Gobierno de la Francia Libre propiciado por la acción militar de Estados Unidos y Gran Bretaña. El personal de ambos servicios de inteligencia tenía asuntos pendientes que negociar. Y al Gobierno de Franco le interesaba mucho lo que sucediera en Francia.

			Cuatro años antes, la mayor parte de la clase política franquista había recibido con alborozo las noticias llegadas de Francia, un país que había vivido en 1934, casi con la misma virulencia que en España, estallidos de violencia provocados por los antagonismos ideológicos. En 1936, como también acababa de suceder en España, se había impuesto por las urnas el Frente Popular, la coalición de partidos de izquierdas que incluía a los hasta entonces denostados comunistas; una victoria que resultaría asimismo efímera a causa de la temprana fractura de la coalición. El rechazo y el miedo a un nuevo Frente Popular había posicionado a la mayoría de los conservadores franceses en contra de la democracia y, del mismo modo que España, Francia se encaminaba a una guerra civil que dejaría heridas casi imposibles de cicatrizar. Una parte de las derechas francesas pronunciaban una sentencia terrible: «Plutôt Hitler que Blum» («Mejor Hitler que Blum»). Y, para que nada faltara, el Partido Comunista Francés, obediente a Stalin, quien era ahora amigo de Hitler, se movilizaba en favor de la paz con Alemania.

			En junio de 1940, en plena ofensiva de la Wehrmacht sobre Francia, varios altos mandos del ejército galo se habían expresado contra la idea de mantener la alianza armada con Gran Bretaña y a favor de solicitar a Alemania un armisticio que pusiera fin al conflicto armado iniciado con la invasión de Polonia por el Tercer Reich. De este grupo de militares formaba parte el general Philippe Pétain, vicepresidente del Gobierno. Así, aunque el ejército francés era uno de los más poderosos del mundo y disponía de medios para reorganizarse y continuar la lucha, lo que aconteció fue algo muy distinto. Bajo la presión de varios ministros de su gabinete y del alto mando, y vislumbrando en el horizonte los nubarrones de una guerra civil, el primer ministro Paul Reynaud dimitió, no tardando en ser detenido. Ese golpe de Estado incruento echó por tierra el plan de otros ministros consistente en solicitar a Berlín un alto el fuego en Francia, que el Gobierno se trasladase a África del Norte a bordo de la flota no dañada por la guerra, y continuar la lucha en estrecha alianza con Gran Bretaña; algo fácil de decir, pero que difícilmente aceptarían los alemanes ni tampoco una parte de la clase política y económica francesa. Por el contrario, buena parte de las fuerzas conservadoras decidieron aprovechar la oportunidad de acabar con la Tercera República francesa brindada por el ejército enemigo impulsando la candidatura de Pétain como jefe del Gobierno. El presidente de la República accedió y la Asamblea Nacional aprobó la concesión de plenos poderes a Pétain. Se opuso una parte de los diputados de la izquierda, entre estos Léon Blum, el líder de la Sección Francesa de la Internacional Obrera, al que esperaba la cárcel; varios de sus compañeros de partido se habían refugiado ya en Inglaterra. También se dirigió allí el recién ascendido a general Charles de Gaulle, entonces subsecretario de Defensa Nacional, al que seguirían un número muy reducido de oficiales. 

			Pétain solicitó a Alemania un armisticio por medio del embajador español, José Félix de Lequerica, consciente de que las relaciones entre Madrid y Berlín eran excelentes. El origen de esta situación se encuentra en la ayuda militar proporcionada por el régimen nazi al bando nacional enfrentado al republicano durante la Guerra Civil. No obstante, ahora era la España de Franco la que más aportaba en las relaciones bilaterales, cooperando con el Tercer Reich en diversos temas. El Gobierno español había autorizado la labor de los agentes del servicio de inteligencia militar alemán, el Abwehr, en la Península y en el Protectorado de España en Marruecos y el anexionado Tánger —antes ciudad internacional en Marruecos—, hasta el punto de que el Kriegsorganisationen Spanien (KO, organizaciones de guerra, sector España) llegó a ser el más grande de los puestos avanzados de la inteligencia militar alemana en el extranjero, pues hablamos de espacios estratégicos fundamentales para los países contendientes. Su trabajo era de información, desinformación, sabotaje, contraespionaje y seguridad, para lo que contaba con personal propio y con agentes pagados, alemanes y españoles, no integrados en la organización. Y lo mismo respecto al personal de la Reichssicherheitshauptamt (RSHA, Oficina de Seguridad del Reich), que controlaban los hombres de las Schutzstaffel (SS), ese Estado dentro del Estado de la Alemania nazi. Pues Heinrich Himmler dirigía el Ministerio del Interior; su segundo, Reinhard Heydrich, la RSHA; y Heinrich Müller la Gestapo, la Policía secreta dependiente de esa Oficina. La RSHA contaba con siete departamentos, y el VI correspondía al Sicherheitsdienst (SD, Seguridad Exterior), cuya sección 4 operaba en España y Portugal. En virtud de los acuerdos hispano-alemanes en materia de seguridad, a la delegación de la Gestapo le correspondía el control de la colonia alemana, y al SD el espionaje político. A lo dicho hay que añadir el trabajo realizado por una célula de información diplomática que dependía del Ministerio de Exteriores. Lógicamente, la cooperación hispano-alemana en materia de seguridad interior y exterior fomentó el establecimiento de relaciones personales basadas en la convergencia de intereses. El mismo efecto tuvieron la labor realizada por la Sección de Prensa de la embajada alemana en Madrid y la presencia creciente en el mercado español, en detrimento del capital inglés y francés, de los grandes consorcios alemanes, fundamentalmente de IG Farben, Siemens y AEG. Por esta serie de concesiones el Gobierno de Franco no cobraba nada, lo hacía para expresar su amistad al régimen al que tanto debía —más que a la Italia de Mussolini—, aunque también porque la Alemania nazi había derrotado y ocupado varios países europeos con una rapidez y facilidad que habían sorprendido al mundo.

			Especial relieve en la creación de afinidades interesadas, pero también de relaciones de amistad y afectivas, tuvo la creación de una red de sociedades empresariales controladas por el Ministerio de Economía alemán. A comienzos de la Guerra Civil española había nacido Hispano Marroquí de Transportes, S. L. (HISMA), empresa creada por el equipo de Hermann Göring, el número dos del régimen nazi, ministro del Aire y comandante en jefe de la Luftwaffe (fuerza aérea). Esta empresa se encargó de coordinar la asistencia militar a Franco y, en contrapartida, de canalizar los envíos de alimentos y materias primas españolas a Alemania, mecanismo este sí de pago del material de guerra y del servicio prestado por la Legión Cóndor durante la Guerra Civil. Bajo la dirección de Johannes Bernhardt, HISMA desplazó a los intereses privados alemanes del acceso a materias primas para un mejor control de aquellas vitales para la economía de guerra del Tercer Reich, sobre todo del wolframio. Dos años después, camino ya de la guerra en Europa, su estructura original se había transformado en una sociedad inversora y poseedora o gestora de varias empresas, Sociedad Financiera e Industrial S. A. (SOFINDUS), con el fin de afianzar el control alemán de la economía española y de canalizar las mercancías entre España y Alemania. Su director era de nuevo Bernhardt, quien poseía el sesenta por ciento del capital social. A este holding pertenecían empresas como Montes de Galicia-Compañía Exportadora de Minas, Corchos de Andalucía y Productos Resinosos, entre un total de veinticuatro.

			Como resultado del armisticio suscrito el 22 de junio entre Alemania y la Francia derrotada, quedó sometida a la jurisdicción del alto mando alemán la zona norte y oeste, incluyendo todo el litoral atlántico: lo que se conocería como la Francia ocupada, con capital en París. En la zona del sureste se constituyó en julio un nuevo régimen antiliberal y derechista, y paulatinamente fascistizado, con capital en la pequeña ciudad de Vichy; Pétain ocupó la presidencia de ese Estado, que decía ser la Francia Libre, y designó, bajo presión alemana, a Pierre Laval como jefe de su Gobierno; dos zonas de la Francia metropolitana y colaboracionista. Como la Francia colonial, que, en contrapartida, siguió siendo parte del imperio francés. En cambio, desde Radio Londres, De Gaulle no se cansaría de recordar a los franceses su obligación de continuar la lucha al lado de su aliada, Gran Bretaña, con muy escaso éxito durante los dos años siguientes. La Resistencia francesa tardaría en despertar, y los dirigentes comunistas lo harían solo después de que Hitler rompiera su pacto con Stalin y lanzara sus ejércitos sobre la URSS. Después vendría la Liberación de Francia gracias a un plan militar diseñado por el mando conjunto de Estados Unidos y Gran Bretaña, países que, además, ofrecerían la fuerza decisiva para la expulsión de los alemanes de Italia y Francia. Demasiado para la memoria de la sociedad francesa, perseguida hasta nuestros días por los recuerdos de lo sucedido durante aquella guerra que fue mucho más que una guerra mundial.

			Durante cuatro años, la mayor parte de la derecha francesa colaboró con el Tercer Reich o guardó silencio sobre lo que estaba ocurriendo en su patria, incluida la persecución de la población judía, es decir, de los franceses de cultura u origen judío y de los judíos centroeuropeos que antes del comienzo de la guerra habían buscado refugio allí. El Comisariado General de Asuntos Judíos del Gobierno de Vichy —creado en marzo de 1941— fue dirigido primero por Xavier Vallat y, desde mayo de 1942, por un antisemita más radical, Louis Darquier de Pellepoix. Había mucho miedo entre una parte de los franceses. Pero si hubo detenciones, internamiento y deportación de judíos fue porque el Gobierno de Laval aceptó las exigencias de los alemanes y porque tanto el personal de la administración como la policía francesa cumplieron las órdenes recibidas en ese sentido. 

			Además de perseguir a quienes consideraba sus enemigos particulares, el Gobierno de Vichy colaboró con otro Gobierno, el de la España de Franco, para que este extendiese la persecución a sus enemigos fuera del territorio nacional. Sucedió así porque ambos Gobiernos mantenían ahora una relación amistosa. Es verdad que esa era una amistad de temporada, no solo porque los conflictos del pasado no hubieran cicatrizado, sino porque la derrota francesa pretendía ser aprovechada por los Gobiernos de Franco y de Mussolini para arrebatar a Francia parte de su imperio africano, si es que la Alemania vencedora se decidía por esa solución en el reparto del pastel colonial, algo que difícilmente ocurriría. Sin embargo, el Gobierno de Vichy facilitó y tomó parte en el control y persecución de los dirigentes y cuadros de la izquierda española establecidos en Francia como consecuencia del exilio de 1936-1939. Además, fue ahora cuando de verdad comenzó a aplicarse el acuerdo franco-español de febrero de 1939 por el que el Estado francés reconocía al bando vencedor en la Guerra Civil española la propiedad de los bienes de su territorio que pertenecían a la República. Sucedió así porque, mientras procedía al rearme de su ejército, el Gobierno francés de centro izquierda buscaba la neutralidad de la España de Franco en el caso de que se desencadenase un nuevo conflicto europeo.

			Una colaboración aún mayor en la persecución de esos exiliados fue la proporcionada por las autoridades alemanas establecidas en París. A este respecto, la Alemania nazi se ocupó de los españoles del exilio de dos formas: por propio interés, y con el visto bueno del Gobierno de Franco, una parte de los españoles que habían sido capturados por los alemanes cuando trabajaban en la construcción de obras de interés militar o que servían en la Legión Extranjera fueron ahora destinados a obras del mismo tipo en la costa atlántica; otros fueron enviados a campos de trabajo en el territorio del Reich, como el de Mauthausen (Austria), y una minoría a campos de exterminio. Además, en lo referido a las principales figuras del exilio español refugiadas en Francia, el Gobierno de Berlín proporcionó una ayuda decisiva al de Madrid. Aportó datos sobre su localización y participó directamente en su detención o la facilitó al personal policial adscrito a la Embajada española en París para esta labor. Gracias a esta colaboración serían conducidas a España varias personalidades del republicanismo, donde fueron juzgadas conforme a lo establecido en las leyes de Responsabilidades Políticas, de Represión de la Masonería y el Comunismo y de la Seguridad del Estado. Uno de los protagonistas de la caza de dirigentes de la Segunda República española en el exilio fue Pedro Urraca Rendueles.

			La etapa parisina de Pedro Urraca y Hélène Cornette

			Nacido en Valladolid en 1904, con estudios de perito mercantil y el conocimiento que proporciona haber viajado por varios continentes —para ver mundos distintos al suyo y para huir de sus padres y del ambiente de su ciudad natal—, Pedro Urraca dio un giro a su vida ingresando en la Escuela de Policía en 1928. Aunque muy mujeriego, su novia oficial —eso sí, a distancia— era entonces una joven francesa de familia acomodada llamada Hélène Cornette (en aquella época los franceses llevaban solo el apellido paterno). Pedro y Hélène se habían conocido tres años antes en Biarritz, en el suroeste de Francia, durante las vacaciones de las respectivas familias. 

			Hélène, que había nacido en París el 20 de agosto de 1908, era hija del primer matrimonio de Jeanne Compveut —nombre de soltera, nacida el 24 de junio de 1885— quien, como era entonces costumbre, adoptaría después el apellido de su marido: Cornette. En 1929 Jeanne casó en segundas nupcias con un viudo sin hijos, Fernand Stoffel, propietario de un taller especializado en complementos de moda que había levantado junto a su residencia en la parisina rue de l’Université.

			Al salir de la Escuela de Policía a finales de ese año, Pedro Urraca fue destinado al Cuerpo de Vigilancia en Madrid. Para entonces, aunque la distancia que les separaba parecía agrandarse por las dudas mutuas respecto a su relación, Pedro y Hélène mantenían oficialmente su noviazgo. Unos meses después, Fernand Stoffel se resignó a cerrar la fábrica, afectada por la competencia de la producción industrial y la crisis económica mundial que acababa de estallar, pero el capital ahorrado le animó a transformar los locales destinados a talleres en pisos de alquiler. El matrimonio decidió mantener abierta la residencia parisina, pero pasaba la mayor parte del tiempo en la casa de campo que él había adquirido años atrás en Sèvres, ciudad ubicada en el área suburbana situada al suroeste de París. La inquilina de una de las plantas y del ático del edificio reconvertido para alquileres fue la pintora Antoinette Sachs, de origen judío y familia acomodada, divorciada, amiga de escritores y pintores de ideas izquierdistas y, en breve, militante del Partido Radical-Socialista. 

			Finalmente, tras un largo noviazgo, Pedro y Hélène se casaron en octubre de 1930 en París. Tras el viaje de novios, él regresó a Madrid y ella se instaló en la casa del matrimonio Stoffel en Sèvres, para estar junto a su madre y cerca de la capital. Esta situación de encuentros esporádicos, y básicamente durante las vacaciones del policía, se mantuvo durante los años siguientes a la proclamación de la Segunda República española. Aparte de sus ascensos en la Policía, se sabe muy poco de la vida de Urraca durante estos años, si bien sus diarios le sitúan paulatinamente como afecto a la derecha no democrática. En la distancia vivió el embarazo de su esposa y el fallecimiento de Fernand Stoffel. Seguía en Madrid cuando se produjo el golpe de Estado de julio de 1936 y el nacimiento de su hijo, el día 27 de ese mes. Tras varias semanas, Urraca decidió pasarse al bando de los sublevados, o por lo menos abandonar el puesto de funcionario al servicio de la República. Antes de que finalizara 1936 consiguió esconderse en el hospital de San Luis de los Franceses, dependiente de la Embajada de Francia, y después en la propia Embajada. Fue a mediados de 1937 cuando Urraca pudo viajar a Valencia gracias al pasaporte falso que le proporcionaron; allí, a la espera de un pasaje para un barco, encontró de nuevo refugio en el consulado francés. A mediados de octubre zarpó rumbo a Marsella y de ahí viajó a París para pasar unos días con su esposa y conocer a su hijo de quince meses, al que llamaban Jean-Louis. Permaneció allí poco tiempo, ya que el 26 de octubre Urraca viajó a Irún y se incorporó al incipiente Estado franquista establecido en Burgos. En diciembre comenzó a trabajar en el Comité de Moneda Extranjera, encargado de vigilar las operaciones monetarias del bando republicano. Estuvo poco tiempo en este destino, pues su conocimiento del inglés y el francés y su capacitación profesional le abrieron las puertas del Servicio de Información de la Policía Militar en Francia y la posibilidad de desempeñar, además, diversas labores de inteligencia en Gran Bretaña, adonde viajaba en ocasiones acompañado de su esposa. Urraca se estaba labrando un buen futuro en la policía franquista mientras se acercaba el fin de la Guerra Civil y la tensión internacional aumentaba hasta desembocar en el inicio de la Segunda Guerra Mundial. Desde España se seguía con mucho interés la evolución de los acontecimientos, y casi todos los que integraban las familias políticas franquistas deseaban la derrota de Francia, aunque no todos la de Gran Bretaña, o al menos no los monárquicos fieles a Juan de Borbón, que ya desconfiaban de que Franco fuera a ceder los poderes al titular de los «derechos históricos» a la corona de España.

			Precisamente fue en algún momento de 1939 cuando el reencuentro de Hélène y Pedro se produjo en la capital francesa. Tras una breve estancia del matrimonio y el niño en Madrid, en el piso de la calle de Lista que él había comprado años atrás, viajaron a París y se instalaron en la mansión de la rue de l’Université. A finales de octubre, Urraca ganó la plaza de agregado policial adscrito a la Embajada de España —un puesto dependiente del Ministerio de la Gobernación— y se incorporó en noviembre. Su labor era vigilar e informar sobre los españoles refugiados en Francia que participaban en actividades políticas, sobre todo de los dirigentes, mediante la observación y el pago a confidentes. De las protestas a las autoridades francesas por las actividades antifranquistas de españoles y franceses se encargaba el embajador de España, José Félix de Lequerica. Ramón Serrano Suñer, cuñado de Franco, era ministro de la Gobernación y José Finat y Escribá de Romaní, conde de Mayalde, director general de Seguridad; ambos pertenecientes a la derecha autoritaria católica que había abrazado el fascismo.

			Durante estos meses Hélène iba y venía de Sèvres, para ver a su madre, Jeanne, y a su hijo Jean-Louis, quien vivió casi todo este tiempo con la abuela. Su padre siempre le quiso lejos de él y de la esposa, o más bien nunca le quiso. Los biógrafos de Pedro Urraca han interpretado el desapego que sentía hacia su único hijo o su intensa vida sexual —al menos antes del matrimonio— como una consecuencia de su propia crianza, carente de afecto de sus progenitores, y en la que tuvo el lugar del menor de cuatro hermanos de una familia de clase media que lo ingresó con seis años en un colegio internado en la ciudad donde veraneaban, San Sebastián.

			Posiblemente, el matrimonio conformado por Pedro Urraca y Hélène Cornette celebró las victorias alemanas de 1939-1940, sobre todo las de Dinamarca, Holanda y Bélgica y la que iba a sufrir Francia, y lo mismo la madre de ella, que hacía ostentación de sus relaciones sociales y políticas desde la presidencia de la Cruz Roja en Sèvres; madre e hija creían que la victoria alemana serviría para liquidar la posibilidad de un nuevo Gobierno del Frente Popular en su país. Todo lo contrario que su inquilina, la pintora Sachs, quien, temerosa del desplome del ejército francés, abandonó París a finales de mayo de 1940 para dirigirse a Burdeos y de ahí en barco a Casablanca, en el Marruecos francés. Sin embargo, los pasajeros no fueron autorizados a desembarcar ni allí ni en Argel y el buque tuvo que dar media vuelta para atracar en Marsella.

			Tras la entrada de los alemanes en París el 14 de junio y la firma del armisticio, el día 22, la policía franquista amplió sus cometidos en Francia. Ahora eran fundamentalmente de localización, vigilancia y detención de exiliados republicanos para su posterior extradición a España. Pero su personal también participó en las labores llevadas a cabo por la Comisión de Recuperación de Material en Francia para la apropiación de bienes, fondos y edificios pertenecientes a las instituciones de la Segunda República española, e incluso de bienes personales. Para ambas tareas el personal español destacado en suelo francés contó con el apoyo de la Gestapo, del Abwehr y de las autoridades de Vichy, que pronto crearon una unidad policial dedicada a los asuntos españoles. Siguiendo las instrucciones de su ministro y del Servicio de Información Militar que dirigía el general Ungría, Pedro Urraca, agregado policial, y el coronel Antonio Barroso, agregado militar, trabajaron codo con codo en varias de estas misiones de las que, como a menudo ocurre en la historia, conocemos tan solo una parte.

			Aprovechando la situación tan excepcional por la que atravesaba Francia, Urraca tuvo un papel fundamental en la detención y conducción a España de Lluís Companys, expresidente de la Generalitat, en agosto de 1940. El mismo destino esperaría al periodista y exministro socialista Julián Zugazagoitia y al exministro cenetista Joan Peiró. Los tres serían condenados a muerte por tribunales militares y fusilados. El exjefe del Gobierno y expresidente de la República Manuel Azaña eludió esta situación porque falleció de enfermedad antes de que se ejecutara el plan para su detención. Sobre todo en las poblaciones marítimas del sur, como Marsella y Niza, hubo detenidos de menor relieve —políticos, diputados y diplomáticos— que también fueron apresados por personal de la Gestapo por indicación de la Embajada española y que fueron repatriados, si bien se salvaron de la ejecución. No obstante, los alemanes no atendieron todas las peticiones y en algunas ocasiones las autoridades de Vichy desoyeron las solicitudes de extradición. En cualquier caso, Urraca vio recompensado su trabajo con un ascenso de categoría, pasando a ser agente de primera clase.

			Antoinette Sachs hizo bien en no regresar a París. Poco después de la ocupación y con la complicidad de su hija y de su yerno, Jeanne Compveut utilizó la ascendencia judía y las amistades izquierdistas de Sachs para denunciarla a la policía alemana, entrar en el piso que tenía alquilado en la calle de la l’Université y destinarlo a sus propios usos, tras retirar el mobiliario de la pintora y, tal vez, robar una parte de los objetos de valor que esta no había podido llevarse. La práctica del saqueo de bienes de personas huidas fue habitual por parte de los franceses y del personal alemán en la Francia ocupada, de forma similar a lo ocurrido durante la guerra y la posguerra española. Aquella fue la primera pero no la última acción de pillaje cometida por Jeanne Compveut y su yerno sobre personas que temían por su vida. Urraca creó —o al menos formó parte— de un grupo dedicado a expoliar a familias judías que intentaban huir de la persecución nazi. Facilitaba esta labor su puesto en la embajada y el trabajo que realizaba para los nazis como supervisor de los visados de los extranjeros que querían viajar a España (como lugar de tránsito más que de destino). A cambio de visados, pasaportes y salvoconductos, o de simples promesas, Urraca obtuvo dinero, joyas y obras de arte de judíos franceses y de españoles que se sentían perseguidos, o facilitó la información necesaria para que lo hicieran sus compinches alemanes y franceses. Urraca vendió una parte de estos bienes en el mercado negro y otros se los quedó, como parecen mostrar las fotografías que se conocen de las futuras viviendas del matrimonio Urraca-Cornette, si bien también podrían ser parte de la herencia de ella, o una combinación de ambas cosas. 

			Es interesante lo que su hijo Jean Louis recuerda de aquella época. Dado que la maquinaria de persecución de españoles funcionaba bien en Francia, a finales de 1941 el Ministerio de la Gobernación y el servicio de inteligencia del Alto Estado Mayor extendieron su red de vigilancia a los exiliados en Bélgica y Países Bajos, de nuevo con la ayuda de la Gestapo. Desde entonces, Pedro Urraca compaginó su trabajo en París con viajes a estos países, a menudo acompañado de su esposa. No obstante, al rememorar las numerosas ausencias de sus progenitores durante los años de la guerra mundial, su hijo sospecha que en parte estuvieron relacionadas con el propósito de trasladar a España, y tal vez a otro país, algunos de los bienes robados; años después quemaría una docena de pasaportes en los que sus padres figuraban con distintos apellidos; por ejemplo, la madre utilizó «Rendueles Stoffell», juntando el segundo apellido del marido y el apellido único del segundo marido de su madre.

			Urraca no era ni mucho menos el único de quienes en Francia aprovechaban posiciones de poder o simplemente de fuerza con fines de extorsión. Proliferaron una serie de mafias locales conocidas como gestapaches o «Gestapo francesa», por contar con la tutela de la Gestapo y los servicios de inteligencia alemanes, que les proporcionaban información, documentación falsa e incluso armas. Estas bandas controlaban sectores del mercado negro, utilizaban uniformes de la policía alemana para robar en residencias y empresas —para que los afectados no presentaran denuncia— y repartían el botín con sus protectores nazis; además, traficaban con oro y joyas a través de diversas agencias, Otto y Pimetex entre ellas, y desempeñaban servicios de policía paralela para la búsqueda e interrogatorio de resistentes y judíos. 

			Una de las bandas que más interesa a estas páginas es la establecida en una zona residencial, Neuilly-sur-Seine, en la región de la Isla de Francia y el área metropolitana de París, que dirigió Frédéric Martin, alias Rudy de Mérode. Hijo de una familia de inmigrantes luxemburgueses y de nacionalidad francesa, se había dedicado al tráfico de drogas hasta 1934, cuando añadió a esta actividad la de espía al servicio de Alemania, por lo que fue detenido y encarcelado, con una condena a diez años. Tras la Ocupación fue liberado y trabajó para el Abwehr y el Sicherheitsdienst (SD), además de para la Gestapo y la Milice, la organización que el gobierno de Vichy creó para el mantenimiento del orden político. La banda de De Mérode se volcó entonces en labores de represión, información, robo a enemigos políticos y raciales y en la requisa de inmuebles. A cambio, él se quedaba con una parte del dinero, oro, piedras preciosas u obras de arte saqueadas, y tenía permiso para traficar con productos valiosos, como níquel y wolframio.

			La resistencia de Gran Bretaña, la entrada de Estados Unidos en la guerra, las derrotas italianas y alemanas en África del Norte, el inicio de la contraofensiva del Ejército Rojo en la URSS, los desembarcos anglosajones en Italia y otras pésimas noticias para la Alemania nazi beneficiaron a la Resistencia francesa. Pero al crecer esta numéricamente y mostrarse más activa en el interior del país conforme avanzaban los meses de 1943, también aumentó la represión a manos tanto de los alemanes como de la Milice, la cual, bajo la jefatura de Joseph Darnand, pedía un mayor compromiso con los alemanes y la liquidación de cuantos franceses se les opusieran de una u otra forma. Ahora que la guerra había cambiado de signo, los franceses de la Milice se agarraban a la práctica del terror y a la colaboración con el invasor como mecanismos de supervivencia; al igual que quienes nutrían los partidos fascistas dirigidos por Jacques Doriot y Marcel Déat, este pronto ministro, como Darnand. 

			Entre las colaboradoras de la Resistencia francesa figura Antoinette Sachs. La pintora, instalada en Marsella, había recuperado con el mayor sigilo el contacto con sus amistades, artistas y escritores de ideas izquierdistas. Su implicación en la Resistencia se debió al reencuentro con un amigo y amante ocasional, llegado para perturbar aún más su vida en todos los sentidos, tal y como ella deseaba. Se trata de Jean Moulin, un funcionario izquierdista revocado en el cargo por el Gobierno de Vichy y que llevaba tiempo moviéndose por la zona no ocupada para contactar con personas partidarias de la Resistencia. Moulin viajó a Londres y se entrevistó con De Gaulle, al que facilitó datos de la situación en Francia; a cambio, el general, que se había propuesto como futuro jefe del Gobierno provisional de una Francia liberada, le nombró su delegado en Francia y le encargó la unión de los grupos de la Resistencia. Desde 1942, Moulin se movía por el país, ahora con identidades falsas, aparentando ser marchante de arte, y Sachs le ayudaba. Sin embargo, en junio de 1943 Moulin fue detenido por la Gestapo y murió a consecuencia de las torturas a las que fue sometido durante los interrogatorios. Y Antoinette Sachs huyó a Suiza.

			Cambian las tornas en Francia: represión de los colaboracionistas

			A mediados de 1944, la invasión alemana de la URSS se saldaba con un absoluto desastre de gravísimas consecuencias para la Alemania nazi. Y en el frente occidental los alemanes tendrían que retirarse también de Francia. La Liberación fue un proceso paulatino que se debió no tanto a la acción de la Resistencia ni a un asalto protagonizado por el ejército colonial francés, sino a los desembarcos angloamericanos en Normandía, seguidos de otros en el litoral mediterráneo. Ciertamente, las denominadas Fuerzas Francesas Libres y la Resistencia metropolitana no tuvieron un papel decisivo en los combates contra los alemanes y no llegaron a conformar un ejército, quedándose más bien en una coalición descoordinada de ejércitos. La excepción la aportaron la fuerza militar francesa organizada en Gran Bretaña y, de mucha mayor entidad, la que fue llegando a su metrópoli procedente de las colonias. No obstante, aunque ambos contingentes aceptaban la jefatura de De Gaulle, estaban a las órdenes del comandante supremo aliado en el frente de Europa occidental, el general de cinco estrellas Dwight Eisenhower.

			La guerra civil francesa tomó ahora otro cariz. Según el avance aliado iba liberando territorios, comenzaba la persecución y el castigo de los colaboracionistas con la Alemania nazi. Sin cauces jurídicos reglamentados, los tribunales improvisados, unos meramente «populares» y otros presididos por oficiales de las Fuerzas Francesas del Interior, sirvieron para señalar culpables, dictaminar los castigos y tranquilizar conciencias. Así, fueron ejecutadas personas que habían colaborado con el ocupante, desde confidentes o sospechosos de serlo a gestapaches y prostitutas señaladas como «colaboradoras horizontales» o como gestaputas, las de mayor alcurnia y a veces implicadas en labores de espionaje; la misma suerte corrieron miembros de la Legión de Voluntarios Franceses que había combatido en la URSS junto a la Wehrmacht y, por supuesto, los más destacados y visibles colaboracionistas, políticos, periodistas, escritores y artistas. Mientras el mundo del dinero, financieros e industriales, salía bien parado, los hombres que se habían pronunciado públicamente y por escrito comenzaron a caer, señalados por el Comité national des écrivains. Algunos, adelantándose a su ejecución, optaron por el suicidio, como el escritor vanguardista Pierre Drieu la Rochelle, que había abrazado el fascismo y era un colaboracionista confeso que estampó su firma en un manifiesto reciente en el que se pedía al Gobierno de Vichy un mayor compromiso con Alemania.

			En cambio, varios políticos y escritores comprometidos con el Tercer Reich, o al menos con Gobierno de Vichy, habían huido a la República Social Italiana, la parte de Italia controlada nominalmente por los fascistas fieles a Mussolini y, en realidad, por el mando militar alemán, zona cada vez más pequeña a causa del avance aliado desde Roma. Sin embargo, el contingente principal de huidos, en cantidad y calidad, unas mil cien personas, entre las que se encontraba la mayor parte del personal del derrocado Gobierno de Vichy —incluidas sus principales figuras, Pétain y Laval—, se habían dirigido a Alemania. Desde octubre de 1944 permanecieron alojados en el castillo de Sigmaringen, en una ciudad del sur del país, hasta su toma por los Aliados el 22 de abril del año siguiente, de la que la mitad resultarían exiliados y la otra mitad prisioneros. Este episodio lo narra uno de esos refugiados, el furibundo antisemita y genial escritor y médico Louis Ferdinand Céline, en D’un chateau l’autre (De un castillo a otro, 1957): el convoy en tren, la llegada, las visitas a la ciudad y, en seguida, el traslado al bosque, el buscar leña, los bombardeos británicos, la lectura de las noticias de la aproximación del ejército que comandaba el general Philippe Lecrec, el miedo a la detención y el incremento de las demandas de atención médica y de cianuro. 

			Entre tanto, las delegaciones de ministerios del Gobierno provisional preparado por De Gaulle en Inglaterra y Argelia para ganar la partida a los comunistas en la toma del poder, conforme lo permitiera el avance aliado, se habían ido asentando en París y en provincias. La nueva autoridad sustituyó los tribunales improvisados por consejos de guerra que tenían bien definidas su composición y funciones. Además, un año antes de la Liberación, De Gaulle y sus partidarios habían acordado en Argel que un tribunal francés juzgara a las principales figuras de la colaboración con el enemigo. Con este fin, en noviembre de 1944 fue creado un nuevo Tribunal Supremo de Justicia, de composición acorde a la situación excepcional vivida por el país, a base de magistrados y políticos procedentes del último parlamento de antes de la guerra —ningún colaboracionista— y de la recién constituida Asamblea Consultiva Provisional. A la espera de su captura, su cometido sería juzgar al jefe del Estado, al jefe del Gobierno, a los ministros y demás altos funcionarios de la Francia colaboracionista con el Tercer Reich.

			Los servicios franceses cazan gestapaches en España

			Uno de los gestapaches más destacados, Henri Chamberlain, conocido como Henri Lafont, quiso poner a salvo parte de su botín enviándolo a España. Sin embargo, se demoró en la huida y en agosto de 1944 fue arrestado, condenado a muerte y fusilado. Otros, en cambio, lograron cruzar la frontera antes de la Liberación. 

			El reparto del botín entre gestapaches y personal alemán destacado en Francia había dado lugar a numerosos incidentes, motivo por el cual algunos de los jefes y subalternos de las bandas abandonaron París y su entorno y se instalaron al sur de la zona ocupada. Fue el caso de De Mérode, quien trasladó su centro de operaciones a San Juan de Luz, al fondo del golfo de Vizcaya y junto a la frontera española, a finales de 1943. Por poco tiempo, pues, tras una serie de operaciones policiales ordenadas por las autoridades de Vichy, De Mérode y algunos de sus hombres pasaron la frontera para establecerse en San Sebastián, donde obtuvieron la protección de las autoridades españolas, probablemente del Abwehr y también del SD. Así, el grupo de De Mérode pudo seguir operando en la zona de la Costa Azul a cambio de información sobre franceses y exiliados españoles.

			Empujado por la Liberación de Francia, otro gestapache destacado llegó a San Sebastián: Christian Masuy (Georges Delfanne de nacimiento, conocido también como Heinrich Bauer y otros alias), un belga que había colaborado en la ocupación de su país y que se trasladó a la capital francesa siguiendo a las tropas alemanas para encontrar nuevas oportunidades de negocio, que, tal y como él las entendía, consistían en robo y extorsión. Masuy consiguió su objetivo a cambio de prestar servicios a la Gestapo y al Abwehr, por lo que participó en la persecución, detención y tortura de judíos y resistentes para arrancarles sus bienes o información. En el verano de 1944 comenzó a traficar en la zona fronteriza con obras de arte y piedras preciosas que acabarían en distintas manos, una parte en colecciones particulares españolas. 

			Masuy fue uno de los primeros extranjeros establecidos en España que fueron reclamados por la justicia francesa. Dado que las autoridades españolas no atendieron la petición de extradición, la nueva Policía francesa montó una pequeña estructura para operar en España de forma clandestina. El caso Masuy o caso Bauer no es el único, pero sí el más conocido de los fracasos del operativo policial francés en suelo español en los meses anteriores e inmediatamente posteriores al final de la Segunda Guerra Mundial; la investigación realizada y la certeza de que una parte de la documentación sobre estos temas permanece oculta o fue destruida nos empuja a pensar que poco o nada sabemos de los éxitos. Tras semanas de vigilancia de la lujosa villa en la que residía y de los movimientos de Masuy, el comisario de Hendaya, hijo de españoles, y dos inspectores que habían establecido relación con él con identidad ficticia le tendieron una trampa en un parque cercano al hotel María Cristina al anochecer del 23 de diciembre. El plan consistía en secuestrarlo y conducirlo a Francia y, tal vez, también en entrar en su residencia para llevarse consigo pinturas impresionistas y otros bienes allí almacenados. Sin embargo, una pareja de la Guardia Civil que patrullaba por la zona sorprendió a los franceses cuando trataban de introducir a Masuy en el maletero de un coche. Este quedó en libertad y los policías franceses estuvieron detenidos durante varios meses. 

			Los Aliados deciden juzgar los crímenes nazis. La Liberación de Francia provoca una oleada de refugiados en España

			Cuando la guerra mundial cambió de signo, los Aliados consiguieron que Franco modificara su política de colaboración con Alemania. Lo lograron mediante la restricción en el abastecimiento de petróleo por las compañías de capital norteamericano y británico y recurriendo a diversas amenazas en público y en privado. Las principales fueron la del corte total en el suministro de combustible y la de intervenir militarmente en España.

			Bajo esas amenazas, Franco rectificó. Lo hizo después de posicionarse a favor de Hitler y Mussolini y de otorgar una mayor participación a los falangistas en el reparto del poder —siendo el episodio más visible el nombramiento de Serrano Suñer como ministro de Asuntos Exteriores, con lo que Franco complacía a Berlín y ponía al «cuñadísimo» en el punto de mira de la derecha recelosa de la influencia fascista—; después de permitir el establecimiento de una amplia red de espionaje alemán en España para operar en el interior del país —y especialmente en el Atlántico, en el Mediterráneo, en la zona colindante a Gibraltar y en el protectorado español en Marruecos—; tras haber proporcionado apoyo logístico a la flota alemana —la de superficie y sobre todo a sus submarinos—; después de haber suscrito el Protocolo de Hendaya por el que España se comprometía a entrar en la guerra contra Gran Bretaña sin concretar la fecha; tras haber enviado a la División Azul a combatir contra la URSS y haber beneficiado a Alemania en la exportación de materias primas. Ahora el cambio de signo de la guerra mundial obligaba a Franco —o le permitía— rectificar en todo lo dicho. 

			[image: ]

			Entrevista de Franco y Serrano Suñer con Mussolini en Bordiguera (Italia), 11 de febrero de 1941.

			Y la rectificación fue paulatina: en septiembre de 1942 cesó a Serrano al frente del Ministerio de Exteriores, que pasó a manos del general monárquico Francisco Gómez-Jordana, quien ya había ocupado ese puesto, además de la vicepresidencia, en el primer Gobierno de Franco; en septiembre de 1943 disolvió la División Azul y la sustituyó por una unidad mucho más pequeña, la Legión Española de Voluntarios; al mes siguiente España regresó a la neutralidad, previamente abandonada en beneficio de la «no beligerancia», que había parecido ser el paso previo a la entrada en la guerra mundial; y en marzo de 1944 comenzó el regreso de los últimos contingentes españoles en el frente del Este, que ya combatían en retirada. Para entonces, cada mes que pasaba eran menos los falangistas y los derechistas fascistizados, Franco incluido, que hacían el saludo fascista. Este saludo, que dejaría de ser oficial unos meses después, iba quedando reservado para los actos del partido único, Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FET-JONS).

			Sin embargo, había ya otro tema que preocupaba a los Aliados respecto a España, relativo al final de la guerra y la inmediata posguerra mundial. Se trataba de la posibilidad de que España se convirtiera en refugio para los alemanes. Era lógico que los Aliados pensaran en los alemanes implicados en labores de espionaje y persecución policial que habían trabajado en y desde España durante los años de la guerra, los cuales no querrían ser repatriados por temor a ser juzgados o por lo menos interrogados sobre sus actividades, ya fuera por los vencedores en la guerra o por un tribunal de la Alemania surgida de la derrota. Pero, aparte de esto, los Aliados estaban valorando la posibilidad de que también una parte de los alemanes y aliados que habían participado en la persecución y el exterminio de grupos de población durante la guerra tuvieran España en mente como el lugar ideal para esconderse y, pasado el tiempo, rehacer su vida aquí o retornar a su país de origen como si no hubieran sido parte de la maquinaria nazi. Existía una posibilidad aún peor: que se escondieran con el ánimo de reorganizarse y alentar la resurrección del nazismo. No obstante, para los Aliados la cuestión no era solo ideológica sino judicial, no buscaban únicamente poner impedimentos a la continuidad o el renacimiento de ideas ultranacionalistas y racistas, sino procesar a organizaciones y a personas responsables de los actos criminales del Tercer Reich.

			Los crímenes nazis habían comenzado a conocerse durante la Segunda Guerra Mundial, gracias a la información llevada a Gran Bretaña y Estados Unidos por personas que habían conseguido escapar de Polonia o que, desde allí, pasaron información a la Resistencia y al Gobierno polaco en el exilio. En 1942 se multiplicaron las noticias sobre encarcelamientos, expulsiones masivas y matanzas en los territorios del este de Europa ocupados por el Tercer Reich. Además, ese año el presidente Franklin D. Roosevelt recibió información de la situación en Polonia procedente de trabajadores forzados católicos: se confirmó la existencia de campos de exterminio, la construcción de cámaras de gas y el hecho de que casi dos millones de personas habían sido asesinadas. Aunque los norteamericanos compartieron esta información con los británicos, ambos gobiernos la mantuvieron en secreto, tal vez por escepticismo o para no dañar a sus fuentes. No obstante, las declaraciones oficiales realizadas conjuntamente por los gobiernos en guerra contra Alemania y los gobiernos en el exilio refugiados en Londres comenzaron a exigir que se deslindara el crimen de guerra del acto de guerra, y a solicitar la solidaridad internacional para la sanción. Y, a continuación, que se definiera un tipo penal distinto al crimen de guerra —que había sido establecido al término de la Primera Guerra Mundial—, proponiendo el de crimen contra la humanidad. Que el derecho penal castigara a los culpables directos y a quienes ordenaban el exterminio de grupos de población se había convertido en uno de los objetivos oficiales de la guerra. Lo dijo el presidente Roosevelt el 7 de octubre: los criminales de guerra serían juzgados por su responsabilidad individual, a partir de todas las evidencias disponibles, y con el fin de investigar lo sucedido se estaba creando una comisión de las Naciones Unidas, nombre que recibían ya las naciones que luchaban contra los regímenes fascistas y sus aliados. Durante los dos años siguientes, políticos y juristas de los países Aliados trabajaron en este tema y propusieron la inclusión de los actos destinados al exterminio de grupos de población caracterizada racial o políticamente y, en marzo de 1944, el delegado norteamericano en la Comisión Internacional para la Reconstrucción y el Desarrollo Penal solicitó la incorporación de los crímenes perpetrados «contra otras personas en razón de su raza o religión». Entre los políticos de los gobiernos que combatían a Alemania, incluidos los establecidos en el exilio, la línea dura llegó a proponer la ejecución sin juicio de los dirigentes de los organismos nazis responsables del exterminio de poblaciones, mientras que la moderada pedía la intervención de un tribunal internacional que determinara en qué grado los crímenes nazis sobrepasaban la noción de crimen de guerra para, en su caso, ampliarla y que algunos actos ominosos merecieran una nueva tipificación.

			Mientras todo ello se desarrollaba, durante el verano de 1944 llegaron a España, a pie y en pequeños barcos, varios cientos de alemanes y de franceses. Los desembarcos aliados en Normandía (junio) y en Niza y Marsella (agosto), la ocupación paulatina de Francia por los Aliados, la caída del régimen colaboracionista de Vichy y las noticias de la aproximación del Ejército Rojo a las fronteras orientales de Alemania habían provocado la huida de unidades completas de soldados y de personal civil dependiente de los ministerios alemanes de Hacienda, Comunicaciones y de Armamento y Municiones. En ambos casos, una parte de estas personas se dirigieron a las fronteras francoespañolas por proximidad geográfica, pero también pensando en que regresar a su país supondría afrontar mayores riesgos. Las autoridades españolas autorizaron su entrada a todos o casi todos ellos; en su mayor parte varones que se presentaban como huidos por motivos de guerra y pedían asilo para no ser capturados por los ejércitos aliados o por la Resistencia francesa. Cabe suponer que su suerte fue desigual y que varió según los puestos desempeñados y el interés que las autoridades franquistas tuvieran en ellos. Lo que sí sabemos es que la mayor parte de los extranjeros llegados a España cruzando esas fronteras desde comienzos de 1940 a finales de diciembre de 1946, y que adujeron como motivo la guerra en Europa, fueron conducidos al campo de concentración de Miranda de Ebro (Burgos), creado durante la Guerra Civil para presos del Ejército republicano y las Brigadas Internacionales, una parte de los cuales continuaban allí. Asimismo, que, de los más de 15.000 extranjeros internados, 6.500 eran franceses y unos 2.000 alemanes. De estos, el mayor número, 1.322, llegó en 1944, casi todos por la frontera de los Pirineos a finales de agosto.

			Ese mes falleció el ministro español de Exteriores, Gómez-Jordana, y Franco designó para el cargo al entonces embajador en Francia, José Félix de Lequerica. Esta era una buena noticia para Pedro Urraca entre tantas malas, como la reciente detención del cónsul de España en Toulouse, acusado de colaborar con la Gestapo. Dado que no recibió la orden de regresar a España, Urraca permaneció en París, pero abandonó la mayor parte de las labores relacionadas con la vigilancia de exiliados españoles. Ni él ni su esposa se dejaban ver por las principales calles de la capital y pasaban la mayor parte del tiempo en Sèvres, donde permanecía Jeanne Compveut, medio oculta de momento y cada vez más asustada, centrada en el cuidado de Jean Louis.

			Un caso distinto al de los alemanes que buscaron refugio en España durante ese verano fue, en general, el de los franceses al servicio del Gobierno de Vichy llegados en esa misma fecha. Todos pidieron ser acogidos como refugiados políticos, alegando ataques y amenazas de las partidas de la Resistencia —de las que formaban parte exiliados españoles—, que actuaban en el sur de Francia y que habían elaborado, decían, listas de personas «a quienes han de hacer objeto de venganzas». La mayor parte de estos recién llegados fueron internados en campos de concentración, casi todos en el de Miranda de Ebro; no obstante, nos faltan datos sobre los mejor relacionados, que debieron ser enviados a otros lugares.

			En septiembre, la frontera hispanofrancesa quedó bajo el control de los Aliados, y parcialmente de la fuerza guerrillera antifranquista concentrada en sus aledaños, de forma que las comunicaciones terrestres entre España y Alemania quedaron cortadas, mientras que las marítimas se hicieron aún más peligrosas y las aéreas se limitaron a los vuelos de Lufthansa entre Berlín y Barcelona. 

			La situación de los alemanes ingresados en el campo de concentración de Miranda de Ebro mejoró paulatinamente, pues, dada su saturación, las autoridades españolas decidieron reubicarlos en balnearios relativamente cercanos que habían sido utilizados hasta hacía poco como hospitales de guerra y que se habían reservado para la oficialidad extranjera de los ejércitos beligerantes, detenidos mayoritariamente en la línea pirenaica. De octubre de 1944 a finales de mayo del año siguiente partieron tres expediciones desde el campo de concentración con destino a los balnearios de Sobrón (Álava), Urberuaga de Ubilla (Vizcaya), Molinar de Carranza (Vizcaya) y Jaraba (Zaragoza). Además, ese otoño se comenzó a utilizar también el balneario de Caldas de Malavella, en la hermosa localidad gerundense de Santa Coloma de Farnés, aunque este era un destino más exclusivo. 

			El Gobierno de Franco atendía así el deseo de los Aliados, pues Londres y Washington habían pedido que se impidiera la labor de los agentes de los servicios de inteligencia alemana y el internamiento de una parte de estos y de otro tipo de personal alemán los sacaba del servicio activo y permitía su localización. Pero internamiento no significa reclusión. El Gobierno ordenó que a los no comprendidos en edad militar (mayores de cuarenta años) se les aplicara un régimen de libertad vigilada, sin demasiado énfasis en la vigilancia. Lo sabemos porque a la Dirección General de Seguridad (DGS), dependiente del Ministerio de la Gobernación, llegaron quejas de varios organismos oficiales sobre alemanes que desde Sobrón se habían desplazado hasta Vitoria y Medina del Campo (Valladolid). Y los había aún más afortunados: quienes demostraban servicios a la causa franquista durante la Guerra Civil o conseguían determinados avales eran autorizados a residir en las ciudades de San Sebastián y Madrid, bajo el mismo régimen de libertad vigilada. Los agentes estadounidenses, británicos y franceses que actuaban en España tomaron nota de lo que estaba ocurriendo. 

			De hecho, durante ese otoño hubo interpelaciones parlamentarias en la Cámara de los Comunes de Gran Bretaña, uno de los dos países que durante más tiempo había sido bombardeado por la Luftwaffe, que alertaban sobre la existencia de planes alemanes para la posguerra en España y que discutían las medidas a adoptar para que los jefes nazis no huyeran en barcos españoles. Esto sucedía mientras la BBC y la prensa anglosajona incidían sobre los refugiados alemanes en España, exagerando su número y peligrosidad. El Ministerio de Exteriores español estuvo muy pendiente de esta cuestión, según vemos en su Extracto de noticias confidenciales, y, al mismo tiempo, se vio obligado a enviar desmentidos a las embajadas: las entradas de alemanes —meros soldados— habían tenido lugar en agosto, pero ahora era imposible, pues la frontera estaba guardada en toda su extensión por los maquis españoles y franceses. Si bien esto era algo parcialmente cierto, ello no impedía entradas y salidas clandestinas de personas con los contactos necesarios o de personal militar que llegaba armado y en grupo. Era lógico que en ese momento llegara un aluvión de noticias sobre la posibilidad de que los criminales nazis escaparan a la justicia y, como era un tema que interesaba mucho, varios medios de comunicación se hacían eco de rumores o se inventaban fuentes bien informadas. De Ankara llegó la noticia de que un ingeniero huido de Alemania había contado que eran muchos los que creían que Hitler se había trasladado al Marruecos español, acompañado de Martin Bormann, jefe de la Cancillería del Partido, y de otras altas instancias nazis. Sin dar nombres, algunos diarios suizos, como el Journal de Genève, entretenían a sus lectores con titulares como el siguiente: «El mundo quedará estupefacto cuando se entere de la cantidad de alemanes que han desaparecido desde el mes de abril pasado hasta la fecha» (comienzos de octubre). Más tranquilizador fue para el personal del Palacio de Santa Cruz, sede de Exteriores, que la prensa británica recogiera la respuesta del homólogo británico, el conservador Anthony Eden, al ser preguntado en la Cámara de los Comunes sobre el problema de los criminales de guerra. En palabras de Eden, el embajador británico en Madrid había recibido del Gobierno español garantías de que no se les concedería asilo en España y cabía suponer que el embajador norteamericano había recibido garantías análogas. Por el contrario, al ministro español, Lequerica, no le gustaron nada varias noticias aparecidas en la prensa británica durante los días siguientes. El 20 de octubre de 1944 envió el siguiente telegrama al embajador en Londres (curioso que califique de «desastre» la expulsión de los alemanes de Francia):

			Me sorprende que en el periódico inglés News Chronicle llegue a decir su corresponsal en París que 15.000 miembros de la Gestapo huyeron a España desde el sur de Francia, la mayor parte por Puigcerdá, donde fueron recibidos por un coronel en nombre del Ministerio de Guerra, y se dedican siempre según ese periódico a las más peligrosas actividades auxiliados por la Policía española. Creía yo como V. E. que la tradición de honestidad y veracidad en la referencia, compatibles con la discrepancia al juzgar, se mantenía en esa prensa y por eso me decepcionan publicaciones como la indicada, pues no pasan de unos 1.200 los alemanes que entraron aquí después del desastre, la mayoría modestos funcionarios de Aduanas que están rigurosa y efectivamente internados en campos de concentración. […] No creo convenga desmentir a cada paso esas noticias, pero, aunque sea excepcionalmente, esta vez me parece conveniente porque News Chronicle tiene si no autoridad por lo menos circulación.

			En numerosos telegramas a sus embajadores Lequerica da la cifra de 1.200 refugiados para que la facilitaran a los medios de comunicación, añadiendo que incluía a soldados y a civiles, unos aduaneros y otros empleados de Hacienda, que ninguna participación habrían tenido en la guerra. También cursó instrucciones para que al menos en Londres creyeran que se estaban adoptando las medidas exigidas por los Aliados respecto al espionaje alemán en España y sus colonias. El 21 de noviembre cursó el siguiente telegrama al embajador:

			Participo a V. E. que con esta fecha intereso del Alto Comisario de España en Marruecos proceda a la urgente expulsión de Tánger, nuestra Zona y plazas de soberanía a los contadísimos supuestos agentes alemanes que todavía se encuentran en dichos territorios, con lo que quedará cumplido en todos sus extremos el Acuerdo de 2 de mayo último en lo que se refiere a la expulsión de agentes alemanes, que de no poder llevarse a efecto la expulsión por circunstancias independientes de nuestra voluntad serán internados en Caldas de Malavella, donde ya han sido concentrados la mayor parte de los que se hallaban en la Península. Es pues a todas luces injustificada y malintencionada la campaña que sigue haciéndose contra nosotros en relación con este asunto.

			Cuando daba comienzo ese otoño de 1944, el ejército soviético ocupaba ya la mitad oriental de Alemania. La derrota alemana que se avecinaba era solo una parte de los cambios en política internacional que afectarían muy negativamente al régimen de Franco. A este le preocupaba fundamentalmente la lectura que harían los Gobiernos de Estados Unidos y Gran Bretaña sobre el papel jugado por España durante la guerra mundial. Pero la postura del nuevo Gobierno francés también sería crucial, y lo más urgente era saber qué actitud adoptaría respecto a los exiliados españoles. La presidencia del Gobierno la ocupaba un militar de ideas conservadoras, el general De Gaulle, pero estaba conformado por una coalición que incluía a socialistas y comunistas. La información enviada por el personal diplomático y agentes españoles en Francia indicaba que el ejército que dirigía De Gaulle no tenía el control militar de todo su territorio. A su vez, existían serias dudas sobre si el Gobierno era permisivo con las unidades de guerrilleros españoles que habían luchado junto a las fuerzas de la Francia Libre y que, desde hacía unas semanas, se concentraban en el sur del país, o si simplemente era incapaz de controlarlas. Las mismas fuentes indicaban que el propósito de la guerrilla era penetrar en España, confiando en que su ataque daría lugar a insurrecciones en el interior que conducirían al derrumbamiento del régimen franquista y al establecimiento de un Gobierno provisional en Madrid. De hecho, durante el otoño hubo dos intentos, ambos en el mes de octubre: el primero por la zona de Roncesvalles y el valle del Roncal, y el segundo por el valle de Arán en el Pirineo leridano. Los efectivos franquistas, conformados por tropas del Ejército, Policía Armada, Guardia Civil y Milicia del partido único, derrotaron con facilidad a las columnas guerrilleras. Estas carecían del respaldo de los ejércitos aliados con el que habían soñado, estaban afectadas por la desunión de la izquierda española que había sido la regla durante la república democrática y la Guerra Civil e integradas tan solo por varios cientos de hombres, y tampoco recibieron el apoyo que esperaban desde el interior.

			Pero el peligro para el régimen de Franco seguía vivo, con diversas posibilidades de materialización. Podría suceder que el Gobierno francés de coalición o un nuevo gobierno francés de mayoría izquierdista, en un momento de fortalecimiento de los partidos comunistas en varios países europeos, decidiese apoyar el proyecto armado de la izquierda española. O que, simplemente, el Gobierno de París cerrara los ojos a la actividad de los agentes soviéticos en Francia, que contaban con su propia fuerza, integrada por miles de prisioneros del Ejército Rojo capturados por la Wehrmacht en el frente del Este tres años antes y conducidos como fuerza de trabajo esclavo para obras de defensa del litoral francés. O que Estados Unidos y Gran Bretaña se decidieran a intervenir para derribar a Franco y propiciar el restablecimiento de la monarquía en la persona de Juan de Borbón. Este se había decidido a distanciarse públicamente del régimen establecido en España, visto que el Caudillo se mostraba decidido a conservar todos los poderes: la jefatura del Estado, la del Gobierno y la del Partido, a lo que sumaba competencias en materia judicial y religiosa, algo difícil de igualar por cualquier otro dictador en activo. Ahora acusaba al franquismo de haber sido instaurado gracias a Hitler y Mussolini y de agradecer esa ayuda con distintas colaboraciones que habían perjudicado a los regímenes democráticos enfrentados a los nazis. Pero la guerra mundial no había concluido y, no solo por eso, los anglosajones no movían ficha. Solo ofrecían buenas palabras a la posibilidad de que, sin conflicto que pudiera beneficiar a la izquierda, los monárquicos dejaran de jugar a dos lealtades y presionaran hasta conseguir que Franco abandonase el poder. Y que, entonces, el Caudillo y el Partido cargasen con las culpas de haber ayudado al Tercer Reich. 

			La inteligencia militar francesa invita a la española a visitar París

			Fue en el otoño de 1944 cuando, dando continuidad a contactos previos, un oficial que trabajaba para la Direction générale des études et recherches (DGER) expresó al comandante Gutiérrez Mellado el deseo de su jefe, el coronel Allard, de estrechar la relación con sus homólogos españoles e iniciar una fructífera colaboración en asuntos que interesaban a ambos países. El DGER acababa de sustituir a la Direction générale des servicies spéciaux, y reunía todos los servicios de la Seguridad Militar interior y los de Información exteriores; se trataba, por lo tanto, del nuevo órgano supremo de la información nacional francesa, y dependía de la presidencia del Consejo de Ministros. El oficial francés desplazado a Madrid comunicó a Gutiérrez Mellado que el general De Gaulle tenía conocimiento de esta iniciativa de Allard. A partir de lo hablado en varios encuentros, los franceses cursaron una invitación para visitar sus servicios centrales en París. Tras pensárselo durante varias semanas, Franco autorizó la misión a comienzos de febrero de 1945. Para entonces, el Gobierno español no había sido reconocido oficialmente por el nuevo Gobierno francés, y el embajador español en Francia no había sido recibido en el Ministerio de Asuntos Exteriores.

			Viajaron a Francia el propio comandante Gutiérrez Mellado, del Estado Mayor Central, y el teniente coronel Moyano, exagregado militar en Berlín, por el Alto Estado Mayor, órgano directivo de los ejércitos y poseedor del más importante servicio de inteligencia español, el cual tenía —y mantendría siempre durante el franquismo— competencias en materia de refugiados políticos. El viaje se realizó, según se dice en el informe realizado por los oficiales españoles, «con gran secreto», evitando el servicio de inteligencia francés cualquier control por parte de la policía, para que la visita no fuera detectada por el Ministerio de Exteriores galo, afín, se decía, a los servicios de información rusos. Los oficiales españoles partieron el 17 de febrero, pasaron tres días en París y regresaron el día 22. Se sintieron muy bien tratados, en «un ambiente de amistad a España» y «muy anticomunista», y percibieron «la antipatía creciente del pueblo francés a los americanos».

			Con el propósito de eludir cualquier responsabilidad por la existencia de partidas guerrilleras antifranquistas en el sur de Francia, el personal del DGER transmitió a los españoles que había regiones del país «que controla aún difícilmente el Gobierno», en concreto las de Toulouse y sur del país en general, donde el mando militar todavía desarrollaba «una dura lucha para lograr el control eficaz, falto de un ejército que pueda oponerse a los miles de hombres organizados por las Fuerzas Francesas del Interior y los francotiradores y partisanos», fuerzas revolucionarias que, aunque habían pasado a depender del Ejército, no por eso habían abandonado su ideario y sus propósitos. Pero el coronel Allard aseguró a los españoles que ni él, ni la mayor parte de los oficiales de su servicio ni, lo principal, el general De Gaulle, deseaban «una política antiespañola» y que el general Collet tenía la orden de «impedir toda acción de rojos contra España y su aproximación hacia la frontera». Además, Allard y sus oficiales informaron a los españoles de un inminente cambio político en Francia: estaba «en preparación» un golpe de Estado derechista que pondría fin al Gobierno de coalición. Dicho esto, el encuentro al que habían sido invitados los españoles serviría para alcanzar «una mejor inteligencia entre los dos países» de cara a la nueva situación creada por el triunfo del golpe. ¿Se estaba tentando a los españoles con una hipótesis de futuro para que estos transmitieran a su Gobierno que era conveniente colaborar ya con los franceses en lo que interesaba a estos?

			El coronel Allard era un conservador, católico y anticomunista, un militar que había tomado partido por De Gaulle, que había seguido a este a Londres y que poco después fue lanzado en paracaídas sobre su país con la orden de organizar los servicios de información franceses. Pero era también partidario de una democracia sin comunistas y un antinazi. Por eso quiso exponer los daños que estaban causando a Francia los alemanes y franceses establecidos en España, refiriéndose a tres cuestiones: en primer lugar, a la inteligencia francesa le preocupaba menos el personal alemán llegado a España con anterioridad a la ocupación de Francia por el Tercer Reich que los servicios de policía alemanes que se habían refugiado en territorio español unos meses atrás. ¿Por qué motivo? Porque una parte de este personal utilizaba a franceses refugiados en España para «servicios de acción directa» contra intereses del Gobierno de De Gaulle, tanto en España como en Francia, recurriendo a «toda clase de medios y procedimientos, incluso los más inconfesables, para llegar a sus fines». A cambio de que estos franceses actuaran como «medios de combate», los alemanes les dejaban, se quejó Allard a sus interlocutores, «manos libres para todas las acciones de gansterismo». En segundo lugar, Allard se refirió a la acción de elementos disidentes franceses, señalando al conde de París, a Pietri, Malaise y Nogués, que desde España y Portugal trataban de subvertir la situación interna francesa. Estos actuaban con medios propios o bien utilizando a esos policías alemanes recién llegados a España con los que habían establecido relación durante el régimen de Vichy y con los que compartían intereses, al menos con la parte más politizada. Finalmente, Dallard aludió a la cuestión más espinosa, a «la cooperación y facilidades que ciertas autoridades españolas dan a los Servicios alemanes»; Franco, mientras leía el informe, puso un signo de interrogación en el margen izquierdo de este párrafo.

			Por su parte, los dos oficiales españoles trataron de quitar importancia a las acciones que esos elementos perturbadores franceses desarrollaban en y desde España, y lo mismo a «las actividades de los alemanes en España» o, con otras palabras, «alemanes camuflados de españoles», sobre cuyo número se les preguntó, sin que facilitaran una respuesta. Respondieron, eso sí, que España deseaba mantener una absoluta neutralidad en la guerra mundial (¿afirmación poco inteligente en esa fecha?), y que, dada la voluntad de buena relación con Francia, si existieran, si realmente existieran, elementos alemanes en España que trataran de desestabilizar a la nueva Francia, «no creemos que habría dificultades en tomar ciertas medidas» contra los mismos, si bien esto sería más sencillo cuando se alcanzara una relación fluida entre los servicios de inteligencia hispano-franceses. Y para esto sería necesario que el ejecutivo francés reconociese al español como legítimo Gobierno de España. Además, en diversas ocasiones la parte española señaló «las facilidades dadas por las autoridades francesas a nuestros refugiados». Por su parte, los franceses reiteraron la garantía de que su Gobierno no apoyaba ni apoyaría ninguna acción antifranquista desde el sur de Francia y que se habían tomado medidas para impedirlo; y que, si la situación cambiase y ellos no pudieran evitar la repetición de acciones de este tipo (pero, ¿no habían dicho que iba a triunfar un golpe de Estado pro De Gaulle?), avisarían a los españoles con antelación suficiente. En cambio, los españoles no obtuvieron una promesa similar en lo relativo a las actividades de los dirigentes y organizaciones políticas y sindicales del exilio español. Tal vez, a la espera de que el Gobierno español adoptase medidas para neutralizar la acción de los alemanes y franceses establecidos en España contra la Francia surgida de la Liberación. También resulta significativo que el coronel Allard se interesara —«como petición especial»— «por la suerte de los tres policías franceses que intervinieron en el “asunto Bauer”».

			Después de aquello, Allard fue invitado a visitar España. Al parecer, estaba previsto que lo hiciera pronto, en el mes de marzo, pero no hemos encontrado datos al respecto. En el informe para sus superiores, los oficiales españoles que habían viajado a París incluyeron dos recomendaciones:

			d) adoptar ciertas medidas interiores a fin de impedir la acción desde España de elementos provocadores de los Servicios franceses disidentes y alemanes y

			e) estudiar la sustitución de ciertas personas españolas en puestos que tengan que realizar la labor interior para evitar la desconfianza que producen, dada la posición que debido a sus servicios se han visto obligados a tener con los Servicios alemanes.

			Cuando este informe fue redactado, en febrero de 1945, la represión de los colaboradores con el enemigo continuaba en Francia. Se había dejado de hablar de dos personas citadas habitualmente en publicaciones periódicas españolas: el primero, Marcel Déat, había evolucionado del neosocialismo al fascismo y fundó el partido Rassemblement National Populaire. Llegado al castillo de Sigmaringen, lo había abandonado después para dirigirse a Italia, donde fue acogido y escondido en el convento de San Vito, cerca de Turín (algo que no se sabría hasta después de su muerte, que ocurriría diez años más tarde). El segundo era el famoso novelista Alphonse de Châteaubriant, fundador de un semanario pronazi que huyó a Austria y fue acogido en el monasterio de Kitzbühel, en el cual vivió con el nombre de Alfred Wolf también hasta su muerte, seis años después. En cambio, en aquellas fechas se habló mucho de dos represaliados. Por una parte, de Charles Maurras, poeta, ensayista ideólogo de la derecha radical y principal referente de Action française, muy influyente en personalidades del monarquismo y la derecha antiliberal española. Con más de setenta años, el jurado lo declaró culpable de connivencia con una potencia enemiga, pero le concedió circunstancias atenuantes y lo condenó a cadena perpetua y degradación nacional. Pero, sobre todo, se habló de Robert Brasillach, poseedor de una fulgurante carrera en el mundo intelectual y político francés como crítico literario, ensayista y periodista, vinculado a la derecha radical afín al fascismo. Era autor de varias piezas favorables al bando franquista, como Les cadets de l’Alcazar (1936), dedicada al asedio republicano y la resistencia de una pequeña fuerza sublevada en el Alcázar de Toledo al comienzo de la Guerra Civil, y, en castellano, Historia de la guerra de España (1939). Como colaboracionista del Tercer Reich, Brasillach había sido columnista en el semanario Je suis partout, donde participó con textos pronazis, antisemitas, de incitación a la persecución de los judíos y de toda clase de resistentes, y había viajado a Alemania para mantener contacto con varias organizaciones nazis. Permaneció varios meses escondido en Francia, pero el Gobierno ordenó la detención de sus padres hasta que se entregara. Cuando lo hizo, fue juzgado y encontrado culpable del delito de traición, por lo que fue fusilado en el fuerte de Montrouge el 6 de febrero. Otras figuras políticas e intelectuales que habían colaborado con el Tercer Reich siguieron a Brasillach en el paredón, como Joseph Darnard, Fernand de Brinon, Marcel Bucard, y periodistas como Jean Luchaire, pese a intentar ocultarse en Italia, y Jean Hérold-Paquis. Este último, combatiente en el bando sublevado en la Guerra Civil española, y que había profetizado la destrucción de Gran Bretaña desde Radio París, había huido a Alemania y de ahí a Suiza, donde fue entregado a las autoridades francesas, que lo juzgaron y declararon culpable del delito de traición a la patria, castigándolo con el fusilamiento en el fuerte de Châtillon en octubre de 1945.

			A comienzos de febrero de 1945 ocurrieron otros hechos que nos interesan. Recién regresada a París, Antoinette Sachs denunció ante la Corte de Justicia del Sena a Jeanne Compveut y al matrimonio Urraca por los delitos de allanamiento de morada producidos en su apartamento, estudio de pintura, jardín y plaza de garaje que tenía alquilados; así como de robo de su mobiliario y de haberla señalado como judía a las autoridades alemanas para que estas la persiguieran, por lo que, tras un primer interrogatorio por personal de la Gestapo, se vio obligada a huir. Los acusó también de colaboracionismo con los alemanes y de ser, sobre todo el matrimonio, abiertamente pronazis, hasta el punto de haber intervenido en la detención y deportación a Alemania de figuras señeras del republicanismo francés como los expresidentes del Consejo de Ministros Joseph Paul-Boucour y Albert Sarraut, y proporcionó una lista de personas que podían dar fe de lo expuesto. En el primer juicio solo compareció Jeanne Compveut, a la que en el proceso se cita como señora Stoffel. La vista fue suspendida por la ausencia de su hija y yerno, que durante la primavera alternaron París con Madrid y Bruselas. Dado que las ausencias se repitieron, y que solo una vez compareció Hélène Cornette, que acudió desde España y alegó inmunidad diplomática, el tribunal separó las causas por los delitos de allanamiento de morada y de actos dañinos a la defensa nacional, a la espera de pruebas por otros posibles delitos. Hay que tener en cuenta el malestar de las autoridades francesas, sobre todo de las personas ajenas a la colaboración con el invasor, y, asimismo, que comenzaban a salir a la luz pruebas de la labor del personal de la embajada española en la persecución del exilio republicano y en la extorsión a judíos que habían pretendido huir vía España. También es cierto que, por su vinculación amorosa con el líder de la Resistencia, el caso Sachs no era un caso cualquiera. Jeanne Compveut, con la que Jean Louis seguía pasando la mayor parte del tiempo, decidió entonces huir a Bélgica para estar al lado de su hija y bajo la protección de la embajada española. Entre tanto, Pedro Urraca iba y venía de París.
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